
 
AL SERVICIO DE LA JUSTICIA Y DE LA PAZ SOCIAL 

MAGISTRADA PONENTE: GLORIA PATRICIA MONTOYA ARBELÁEZ 

 

    

 

TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLÍN, 

   SALA UNITARIA DE DECISIÓN CIVIL. 

Medellín, veintiuno de noviembre de dos mil 

veintidós. 

 

 

   ASUNTO: Cambio de Radicación 

PROCESO: Ordinario (Pertenencia) 

   DEMANDANTE: Luis Emilio Giraldo Cuartas 

DEMANDADO: José María Gómez Sánchez 

 C.U.D.R.: 05001 22 03 000 2022 00652 – 00 

 RADICADO INTERNO: 098-22 

PROVIDENCIA: A.I.  165/22 

 

 

Incoó el abogado LUIS EMILIO GIRALDO CUARTAS, solicitud de 

cambio de radicación del proceso ORDINARIO de Pertenencia 

instaurado por él, en contra de los señores JOSÉ MARÍA GÓMEZ 

SÁNCHEZ,BERNARDO ANTONIO GÓMEZ SÁNCHEZ, LUCILA 

CANO ÁLVAREZ, JOSÉALBERTO ARANGO ESCOBAR, FLOR 

ALBA CANO TORRES, ELKIN EVELIOCANO TORRES, 

ABELARDO ANTONIO MUÑOZ PÉREZ, YOLANDA 

CANOTORRES, BLANCA CECILIA VELÁSQUEZ CANO Y ALEXIS 

FERNANDOVELÁSQUEZ CATAÑO, que se tramita en el JUZGADO 

VEINTINUEVE CIVIL MUNICIPAL DE MEDELLÍN, bajo el radicado 

No. 05001 40 22 711 2014 00387 00, frente a la cual procede a 

pronunciarse el Despacho en los siguientes términos: 



2 

 

 

  

1.0.  A N T E C E D E N T E S. 

 

 

Manifiesta el solicitante, que ante el JUZGADO VEINTINUEVE 

CIVIL MUNICIPAL DE MEDELLÍN, adelanta proceso verbal especial 

para otorgar títulos de propiedad al poseedor material de bienes 

inmuebles urbanos y rurales de pequeña entidad económica, radicado 

con el No. 05001 40 22 711 2014 00387 00 (SOLICITUD CAMBIO 

RADICACIÓN/03Solicitud). 

 

Expuso que desde el nueve de marzo de 2016, había solicitado dentro 

del referido asunto, que se fijaran las condiciones que debía tener el 

informe encargado al perito topógrafo, nombrado por el juzgado; no 

obstante, afirma que han pasado seis (6) años y siete (7) meses, sin que 

dicho ente judicial se pronuncie al respecto. 

 

Por tanto, adujo que dicho despacho tiene deficiencias de gestión y 

celeridad, por lo que solicito el cambio de radicación en otro Juzgado. 

 

 

2.0.  C O N S I D E R A C I O N E S. 

 

 

Establece el numeral 6º del artículo 31 del Código General del Proceso, 

como una de las competencias del Tribunal Superior del Distrito Judicial, 
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en sala civil, el conocimiento de “…las peticiones de cambio de 

radicación de un proceso o actuación, que implique la remisión al 

interior de un mismo distrito judicial, de conformidad con lo previsto en 

el numeral 8° del artículo 30.” Y atendiendo lo contemplado en el 

artículo 35 del mismo Compendio normativo la decisión pertinente le 

compete adoptarla, únicamente, a la Magistrada ponente. 

 

Por su parte, el inciso 2° del artículo 30 del mismo Compendio regula la 

procedencia de dicha petición, en los siguientes términos: 

 

“El cambio de radicación se podrá disponer excepcionalmente 

cuando en el lugar donde se esté adelantando existan 

circunstancias que puedan afectar el orden público, la 

imparcialidad o la independencia de la administración de justicia, 

las garantías procesales o la seguridad o integridad de los 

intervinientes. A la solicitud de cambio de radicación se 

adjuntarán las pruebas que se pretenda hacer valer y se resolverá 

de plano por auto que no admite recursos. La solicitud de cambio 

de radicación no suspende el trámite del proceso. 

 

Adicionalmente, podrá ordenarse el cambio de radicación cuando 

se adviertan deficiencias de gestión y celeridad de los procesos, 

previo concepto de la Sala Administrativa del Consejo Superior de 

la Judicatura.” (Resalto intencional). 

  

Tal como lo señala expresamente la citada preceptiva y como lo ha 

resaltado en forma reiterada la Corte Suprema, esta medida creada por el 

Código General del Proceso, es de carácter excepcional, por lo que debe 

ceñirse a los presupuestos allí establecidos, los cuales además, deben 

estar debidamente acreditados por el interesado. 
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Sobre la excepcionalidad que reviste esta clase de solicitudes, la Sala ha 

expresado: 1 

 

“(…) se constituye en una medida de protección extraordinaria 

para evitar la lesión de la prerrogativa constitucional al debido 

proceso, y con el ánimo de que se cumplan los fines de prestar 

pronta y cumplida justicia, a quienes confían la solución de sus 

pendencias a las autoridades debidamente instituidas para ello (…) 

Este paliativo o remedio procesal, en consecuencia, sólo procede 

cuando en la sede del Despacho de conocimiento se evidencien: 

(…) a.-) Factores que puedan perturbar el orden público, la 

imparcialidad o la autonomía de la administración de justicia, las 

garantías en el trámite, o poner en riesgo la seguridad o integridad 

de los intervinientes (…) b.-) Deficiencias de gestión y celeridad de 

los procesos (CSJ AC de 5 ago. 2013, rad. 2013-00699-00, 

reiterado en AC2590-2014, AC7501-2014 y AC2096-2015)”. 

 

Ahora, de la norma pueden extraerse dos hipótesis o presupuestos que 

dan lugar al cambio de radicación: 1. Cuando en el lugar en donde se esté 

adelantando el proceso existan circunstancias que puedan afectar el orden 

público, la imparcialidad o la independencia de la administración de 

justicia, las garantías procesales o la seguridad o integridad de los 

intervinientes; y 2. Cuando se adviertan deficiencias de gestión y 

celeridad en los procesos. 

 

Sobre esta segunda circunstancia, ha señalado la Corte Suprema2: 

 
11 Cita del auto AC8717 del 19 de diciembre de 2016. M.P. MARGARITA CABELLO BLANCO. 

Radicación n. 11001 02 03 000 2016 02064 00. 
2 Ver además auto AC3819-2017 del 15 de junio de 2017.  M.P ARIEL SALAZAR RAMÍREZ. 

Radicación n.° 11001-02-03-000-2017-01295-00 
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“El retraso en el diligenciamiento de la actuación puede deberse, 

por ejemplo, a problemas estructurales o coyunturales de 

congestión de un despacho, o de los juzgados de toda una área, lo 

que justifica el traslado del foro a una oficina judicial en la que se 

pueda desarrollar el proceso con normalidad.” 

 

 

Sin embargo, atendiendo al principio general que contempla el precepto 

167 del Código General, en materia probatoria, tenemos que incumbe al 

peticionario acreditar los fundamentos de hecho que arguye para invocar 

cualquiera de las dos causales o hipótesis que la norma consagra para la 

procedencia del cambio de radicación de determinado asunto, acervo 

probatorio que debe ser arrimado con la petición, toda vez que la norma 

que regula dicho trámite, señala que el mismo debe ser resuelto de plano.   

 

Sobre el particular, la citada Corporación ha precisado reiteramente: 

 

 
“[i]ndependientemente de la causal invocada, deben demostrarse a 

cabalidad los supuestos que la originan, pues, [el cambio de 

radicación] no es una medida que se aplica a conveniencia del 

solicitante sino para evitar diligenciamientos y fallos viciados, por 

graves anomalías ajenas al decurso normal del conflicto» (AC de 5 

de agosto de 2013, rad. 2013-00699-00, referido en AC7501-2014, 

entre otros).” 
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Incluso, tratándose de la segunda causal, se exige además un concepto de 

la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, que para la 

viabilidad de la solicitud, deberá ser obviamente favorable. 

 

 

3.0.  C A S O  C O N C R E T O. 

 

 

En el sub examine, se advierte que no se adunó a la petición de cambio de 

radicación, prueba alguna que permitiera establecer que efectivamente se 

configura en el asunto referenciado en dicha solicitud, la causal invocada 

como fundamento para peticionar el cambio de radicación. 

 

Ahora se alude por el peticionario que desde el nueve de marzo de 2016, 

se había solicitado al juzgado cognoscente que fijara las condiciones que 

debía tener el informe del perito topógrafo nombrado por ese ente, sin 

que para la fecha de presentación de la solicitud en mención se hubiese 

pronunciado, transcurriendo entre una fecha y la otra seis (6) años y siete 

(7) meses. 

 

Sin embargo, al requerirse a la dependencia judicial para que se 

pronunciara frente a la solicitud, por parte del Consejo Superior de la 

Judicatura, previo concepto por parte del mismo con relación a la 

solicitud, mediante oficio CSJANTOP22-2453 del 27 de octubre de 

2022, aquél informó, en oficio 606 del uno de noviembre del mismo año, 

que mediante providencia del 13 de marzo de 2017, se le había indicado a 

la parte demandante que se informaría sobre las condiciones de modo, 
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tiempo y lugar en que debía intervenir el perito topógrafo dentro del 

proveído que fuera programada la diligencia de inspección judicial; y 

que, dicha programación aún no había sido efectuada, en razón de que se 

encontraba pendiente la integración del contradictorio (Oficio 

No.606RESPUESTA JUZG 29CMM/03Solicitud). 

 

Indicó que debido a que se había presentado igual solicitud el 18 de 

agosto de los corrientes, mediante auto del uno de noviembre del mismo 

año, se había remitido al solicitante a lo definido en el proveído que viene 

de relacionarse. 

 

Aunado a lo expuesto, resaltando que dicho trámite había sufrido retrasos 

en razón del fallecimiento de la codemandada MARIA LUCILA CANO 

ALVAREZ, efectuando el despacho múltiples requerimientos a las 

partes, con el objetivo de dar aplicación a la figura de la sucesión  

procesal; no obstante, los mismos no habían sido atendidos en el término 

otorgado, razón por la cual, procedería realizar el requerimiento en los 

términos del artículo 317 del Código General del Proceso. 

 

Así las cosas, no sólo no se probaron los supuestos en los que soportó la 

solicitud de cambio de radicación, sino que por el contrario, el juzgado 

que conoce del asunto objeto de dicha petición, demostró con el 

expediente digital arrimado, haber impartido el trámite correspondiente 

de manera oportuna, de tal manera que a la fecha no se encuentran 

pendientes solicitudes por resolver, y que el retraso que sufre el trámite 

es a causa de la desatención a los requerimientos efectuados por el citado 

despacho judicial para finiquitar la integración del contradictorio. 
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Así las cosas, tenemos que, con fundamento en todo lo anterior el 

concepto previo de la Sala Administrativa del Consejo Superior de la 

Judicatura, que exige el inciso final del numeral 8° del artículo 30 del 

Código General del Proceso, cuando se invoque como fundamento de la 

solicitud de cambio de radicación ”deficiencias de gestión y celeridad de 

los procesos”, fue desfavorable, por no encontrar deficiencia en la 

gestión por parte del JUZGADO VEINTINUEVE CIVIL MUNICIPAL 

DE MEDELLÍN, en el trámite del proceso antes referido 

(CSJANTOP22-2550/03Solicitud). 

 

Sobre los elementos probatorios que deben ser aportados desde la misma 

solicitud, ha fundamentado la jurisprudencia3: 

 

“Todos esos motivos constituyen fenómenos externos a la 

controversia jurídica que se esté tratando, y deben quedar 

demostrados sumariamente al momento de elevar la solicitud de 

cambio de radicación Todos esos motivos constituyen fenómenos 

externos a la controversia jurídica que se esté tratando, y deben 

quedar demostrados sumariamente al momento de elevar la 

solicitud de cambio de radicación...” 

 

“…” 

 

Por ello, no es necesario que las pruebas en que se sustenta tal 

pedimento sean susceptibles de contradicción, dado que la decisión 

que al respecto se adopte no tiene relación con el interés particular 

que las partes poseen en la relación jurídico-sustancial que 

constituye el objeto de la disputa, pues dentro de los argumentos 

que se aducen para decretar la medida no se toma en consideración 

ninguna razón sobre el fondo del asunto. 

 

2. De ahí que dicha solicitud «se resolverá de plano por auto que no 

admite recursos», tal como lo indica el numeral 8º del citado 

 
3 Ejusdem. 
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artículo 30 de la Ley 1564 de 2012, en armonía con el artículo 135 

del Código de Procedimiento Civil, a cuyo tenor «se tramitarán 

como incidente las cuestiones accesorias que la ley expresamente 

señale; las demás se resolverán de plano, y si hubiere hechos que 

probar, a la petición se acompañará prueba siquiera sumaria de 

ellos». 

 

La claridad literal de las citadas disposiciones no admite discusión, 

y a partir de su exegética interpretación se deduce, de modo 

necesario, que la petición de cambio de radicación tiene que 

resolverse directamente, sin que haya lugar a trámites de ninguna 

especie, o como decían los antiguos juristas: «simpliciter et de 

plano ac sine strepitu et figura iudicii procedi mandamus». 

 

El cambio de radicación –se reitera– no es un acto jurisdiccional; 

no tiene el potencial de afectar los intereses particulares de los 

extremos de la litis ni del juez; y no hay manera de que una 

determinación de esa clase comporte una violación al debido 

proceso o al derecho de defensa de los intervinientes en el debate 

jurídico; lo que explica que el legislador haya previsto que se 

resuelva con base en pruebas sumarias –pues no se contradicen–, 

aún en el evento de que «se adviertan deficiencias de gestión y 

celeridad de los procesos», en cuyo caso el interesado deberá 

aportar con su solicitud el concepto previo que en tal sentido emita 

la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura.” 

 

 

Corolario con lo expuesto, tenemos que en este caso no se acreditó la 

configuración de la causal invocada para solicitar el cambio de radicación 

de un proceso judicial, razón por la cual habrá de negarse la petición 

incoada por el abogado LUIS EMILIO GIRALDO CUARTAS. 

 

Acorde con lo reseñado, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de 

Medellín, en Sala Unitaria de Decisión Civil,  

 

 

R E S U E L V E:  
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PRIMERO: NEGAR la solicitud de cambio de radicación del proceso 

de ORDINARIO de PERTENENCIA, radicado bajo el No. 05001 40 22 

711 2014 00387 00, que se adelanta en el JUZGADO VEINTINUEVE 

CIVIL MUNICIPAL DE MEDELLÍN, invocada por el abogado LUIS 

EMILIO GIRALDO CUARTAS, parte demandante en ese asunto, por las 

razones esbozadas en la parte motiva de esta providencia. 

 

SEGUNDO: COMUNÍQUESE esta decisión al referido Juzgado y a la 

promotora de este trámite. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y DEVUÉLVASE 
 

 

La Magistrada, 

 

 

GLORIA PATRICIA MONTOYA ARBELÁEZ 

 

 
C.U.D.R. 05001 22 03 000 2022 00652 -00 


